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Candelaria Rosa, Juez Ponente  

 

 

SENTENCIA  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 16  de diciembre de 2021.  

Comparece ante nosotros el señor Eugenio Cotto Suriel h/n/c 

Ecosur Advertising (Sr. Cotto Suriel o apelante) y nos solicita que 

revoquemos la Sentencia (Sentencia apelada) dictada por el Tribunal de 

Primera Instancia el 14 de septiembre de 2021 y notificada al día 

siguiente. En su determinación, el foro primario declaró sin lugar la 

solicitud de sentencia sumaria presentada por el apelante y con lugar la 

solicitud de PR Recovery and Development JV, LLC (PR Recovery o 

apelada).  

La controversia de autos surge de una acción en cobro de dinero 

que instó la apelada al Sr. Cotto Suriel el día 6 de agosto de 2019 por 

incumplimiento con su obligación de hacer los pagos correspondientes 

del Contrato de Préstamo. El 7 de septiembre de 2018, PR Recovery 
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adquirió su derecho mediante cesión por parte del Banco de Desarrollo 

Económico para Puerto Rico. El contrato fue contraído originalmente 

el 12 de junio de 2006 y, para garantizar el préstamo, se otorgó un 

Pagaré a favor del Banco de Desarrollo Económico para Puerto Rico o 

a su orden. Tanto el Contrato de Préstamo como el Pagaré estipularon 

como fecha de vencimiento el 5 de junio 2016.  

En el procedimiento ante el foro recurrido, ambas partes 

presentaron mociones de sentencia sumaria, las cuales no contaron con 

escritos en oposición. Atendiendo las controversias de derecho 

presentadas, el Tribunal de Primera Instancia concluyó que: (1) la 

deuda nacida del Contrato de Préstamo estaba vencida y era una suma 

líquida y exigible; (2) que la acción de cobro no estaba prescrita al 

momento de instar la demanda; (3) que el pagaré era una garantía 

accesoria del contrato principal; (4) que el término prescriptivo 

aplicable a la obligación contraída es el término de quince años de las 

acciones personales; y (5) ordenó al apelante el pago de la cantidad 

adeudada, más las costas, honorarios de abogados y los intereses de tipo 

legal que se generan desde la fecha de la Sentencia apelada hasta que 

se salde en su totalidad.  

Inconforme con el resultado, el Sr. Cotto Suriel acude ante 

nosotros y señala como errores cometidos por el foro primario (1) que 

haya determinado que el término prescriptivo para la acción de cobro 

de dinero es de quince años y no el de tres años y (2) que hay dispuesto 

sumariamente del caso, aun cuando existía controversia sobre cuando 

comenzó a decursar el término prescriptivo. Con el beneficio de la 

comparecencia de ambas partes, procedemos a atender los 

señalamientos presentados.  
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El mecanismo procesal de la sentencia sumaria se rige por la 

Regla 36 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 36, y tiene como 

finalidad la solución justa, rápida y económica de litigios civiles que no 

contengan controversias genuinas de hechos materiales. Const. José 

Carro v. Mun. Dorado, 186 DPR 113 (2012). Así, la Regla 36.2 de 

Procedimiento Civil, supra, permite que cualquiera de las partes pueda 

solicitar que se dicte sentencia sumaria sobre la totalidad o sobre 

cualquier parte de una reclamación. Torres Pagán v. Municipio 

Autónomo de Ponce, 191 DPR 583 (2014). A su vez, se ha establecido 

que su peticionario debe establecer su derecho con claridad y demostrar 

que no existe controversia sustancial sobre algún hecho material, es 

decir, suficiente para que sea necesario dirimirlo en un juicio plenario. 

32 LPRA Ap. V, Rs. 36.1 y 36.2; Ramos Pérez v. Univisión, 178 DPR 

200 (2010).  

Por otro lado, la Regla 36.3 de Procedimiento Civil, supra, 

establece los requisitos que tanto la parte promovente de la sentencia 

sumaria y a la que se opone deben cumplir. Ahora bien, la Regla 36.3(e) 

de Procedimiento Civil dispone que solamente procede dictarse 

sentencia sumaria si de las alegaciones, deposiciones, contestaciones a 

interrogatorios y admisiones ofrecidas, en unión a las declaraciones 

juradas y alguna otra evidencia si las hubiere, acreditan la inexistencia 

de una controversia real y sustancial respecto a algún hecho esencial y 

pertinente y el derecho aplicable lo justifica. Zapata Berrios v. JF 

Montalvo Cash & Carry, 189 DPR 414 (2013). Este Tribunal de 

Apelaciones, como foro revisor, utilizará los mismos criterios que el 

foro de primera instancia al determinar si procede la solicitud de 

sentencia sumaria, aunque limitado a considerar aquellos documentos 
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presentados en el foro primario y forzado cumplir con la Regla 36.4 si 

determina hechos en controversia. Meléndez González v. M. Cuebas, 

193 DPR 100 (2015).  

Luego de examinado el expediente de novo, las determinaciones 

de hechos de la Sentencia apelada están debidamente fundamentadas 

por la prueba documental presentada en apoyo a las mociones 

dispositivas. En consecuencia, se acogen y se hacen formar parte de 

nuestro dictamen. Incluso la propia parte apelante presentó una 

solicitud de sentencia sumaria a su favor, precisamente por entender 

que no existían hechos materiales en controversia que impidieran la 

conclusión de caso. Además, como señalamos previamente, ninguna de 

las partes presentó escritos en oposición a las respectivas solicitudes de 

sentencia sumaria. En vista de lo anterior, nos corresponde revisar si el 

foro primario aplicó correctamente el derecho. 

La situación de hechos ante nuestra consideración ocurrió 

durante la vigencia del Código Civil de Puerto Rico de 1930, por lo que 

la controversia se atenderá a tenor con sus disposiciones. En nuestro 

ordenamiento jurídico, los contratos son negocios jurídicos que existen 

desde que concurren los requisitos de consentimiento, objeto y causa. 

A partir de ese momento, los contratos producen obligaciones que 

tienen fuerza de ley entre las partes contratantes. Arts. 1213 y 1044 del 

Código Civil de 1930, 31 LPRA ants. secs. 3391 y 2994; Bosques v. 

Echevarría, 162 DPR 830 (2004). De igual manera, se ha resuelto que 

dicha obligatoriedad acontece siempre y cuando haya conformidad con 

la ley, la moral y el orden público. Art. 1207 del Código Civil de 1930, 

supra, ant. sec. 3372; Guadalupe Solis v. González Durieux, 172 DPR 

676 (2008).  
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“La validez y el cumplimiento de los contratos no pueden dejarse 

al arbitrio de uno de los contratantes”. Art. 1208 del Código Civil de 

1930, supra, ant. sec. 3373. En ese sentido, los tribunales estamos 

impedidos de relevar a las partes de cumplir con aquellos acuerdos a 

los que se obligaron, siempre y cuando el contrato sea legal, válido y 

no contenga vicio alguno. Cervecería India v. Commonwealth Ins. Co., 

115 DPR 345 (1984).  

En particular, el contrato de préstamo se configura cuando una 

de las partes entrega a la otra parte dinero u otra cosa fungible, esta 

última “la recibe y está obligad[a] a devolver al acreedor otra cosa de 

la misma calidad y especie”. JOSÉ A. CUEVAS SEGARRA & ANTONIO 

ROMÁN GARCÍA, LOS CONTRATOS ESPECIALES 241 (1998); Art. 1631 del 

Código Civil de 1930, supra, ant. sec. 4511. Por otro lado, el Código 

de Comercio de 1932 aplica a todos los actos de comercio, sean o no 

comerciantes quienes ejecuten los referidos actos. Art. 2 del Código de 

Comercio, 10 LPRA sec. 1002.  

Por su parte, la Ley Núm. 208 de 17 de agosto de 1995, según 

enmendada, conocida como la Ley de Transacciones Comerciales, 19 

LPRA secs. 401-2409 (Ley 208-1995), define los instrumentos 

negociables como:  

una promesa o una orden incondicional de pago de una 

cantidad específica de dinero, con o sin intereses u otros cargos 

descritos en la promesa u orden, si el mismo:  

(1) es pagadero al portador o a la orden al momento de su 

emisión o cuando primero adviene a la posesión de un tenedor;  

(2) es pagadero a la presentación o en una fecha específica; y  

(3) no especifica otro compromiso o instrucción por parte de la 

persona que promete u ordena el pago que no sea el pago del 

dinero, pero la promesa u orden puede contener (i) un 

compromiso o poder para dar, mantener o proteger colateral 

para garantizar el pago, (ii) una autorización o poder al tenedor 

para admitir sentencia o liquidar la colateral o disponer de ella 

de otra forma, o (iii) una renuncia al beneficio de cualquier ley 

que exista concediéndole una ventaja o protección a un deudor. 
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Sec. 2-104, 19 LPRA sec. 504 (a).  
 

En específico, la legislación dispone que se reputará como un pagaré 

todo instrumento de negociable que constituya una promesa. Sec. 2-

104, 19 LPRA sec. 504 (e).  

En lo que respecta a la prescripción, es una figura que extingue 

un derecho debido a que una parte no lo ejerce en un período 

determinado. Fraguada Bonilla v. Hosp. Aux. Mutuo, 186 DPR 365 

(2012). De esta manera, la prescripción extintiva es de naturaleza 

sustantiva, no procesal, y se rige por los principios del Código Civil. 

Serrano Rivera v. Foot Locker Retail Inc., 182 DPR 824 (2011). El 

objetivo de los términos prescriptivos es castigar la inercia y estimular 

el ejercicio rápido de las acciones, promoviendo de ese modo la 

seguridad en el tráfico jurídico y la estabilidad de las relaciones 

jurídicas. Campos v. Cía. Fom. Ind., 153 DPR 137 (2001). Sin embargo, 

la prescripción de las acciones se interrumpe de ordinario por su 

ejercicio ante los tribunales, por reclamación extrajudicial del acreedor 

y por cualquier acto de reconocimiento de la deuda por el deudor. Art. 

1873 del Código Civil de 1930, 31 LPRA ant. sec. 5303.  

En el caso de los contratos mercantiles, el Código de Comercio 

dispone en general que las acciones prescribirán a los cinco (5) años, si 

el propio código no ha dispuesto un plazo diferente. Art. 940 del Código 

de Comercio, 10 LPRA sec. 1902. A propósito de instancias con plazo 

diferente, el Código dispone que las acciones procedentes de letras de 

cambio, pagarés de comercio, cheques y otros documentos de cambio 

se extinguirán a los tres (3) años de su vencimiento, se hayan o no 

protestado. 10 LPRA sec. 1908.  
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Según ha explicado el Tribunal Supremo de Puerto Rico, los 

tratadistas de derecho mercantil resaltan que los términos prescriptivos 

en el Código de Comercio español, al igual que en el nuestro, disponen 

términos más cortos que aquellos correlativos al Código Civil. 

Mortensen & Lange v. S.J. Mercantile Corp., 119 DPR 345, 351 

(1987). Lo anterior responde al interés del Legislador de “no entorpecer 

las relaciones comerciales”. PaineWebber, Inc. v. First Boston, Inc., 

136 DPR 541, 547 (1994). Es decir que, en el ámbito mercantil, “un 

negocio se convierte rápidamente en base de otros, las acciones 

ejercitadas con retardo perturban a fondo las posiciones económicas ya 

constituidas, el derecho inerte y ambiguo debe someterse al hecho 

seguro y fecundo”. Id., a las págs. 547-548 (citando a III E. LANGLE Y 

RUBIO, MANUAL DE DERECHO MERCANTIL ESPAÑOL  114, sec. 104 

(Bosch 1959)).  

Asimismo, el Código de Comercio es “más restrictivo en cuanto 

a la manera de interrumpir los términos prescriptivos, [pues] no 

reconoce la reclamación extrajudicial de la acción como método para 

interrumpir la prescripción”. Pacheco v. Nat'l W. Life Ins. Co., 122 DPR 

55, 64 (1988). Luego, el Código Civil se debe usar de manera 

supletoria, es decir, se debe agotar las fuentes de derecho mercantil 

antes de recurrir a las disposiciones del derecho civil. Id.  

En el mismo sentido, la Ley de Transacciones Comerciales 

establece lo siguiente en cuanto a la prescripción de los pagarés:  

(a) Salvo según se dispone en el inciso (e) de esta sección, una 

acción para exigir el cumplimiento de la obligación contraída 

por una parte de pagar un pagaré que es pagadero en una fecha 

específica deberá comenzarse dentro de los tres (3) años 

siguientes a la fecha o fechas de vencimiento estipuladas en el 

pagaré o, si la fecha de pago se acelera, dentro de los tres (3) 

años siguientes a la fecha de vencimiento acelerado. 

. . . 
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(i) La prescripción se interrumpirá por la demanda u otro 

género de interpelación judicial hecho al deudor, por el 

reconocimiento de las obligaciones, o por la renovación del 

instrumento en que se funde el derecho del acreedor. . . . 

Empezará a contarse nuevamente el término de la prescripción 

en caso de reconocimiento de las obligaciones, desde el día en 

que se haga; en el de su renovación, desde la fecha del nuevo 

instrumento, y si en él se hubiese prorrogado el plazo del 

cumplimiento de la obligación, desde que éste hubiese 

vencido.  

Sec. 2-118, 19 LPRA sec. 518 (énfasis suplido).  
 

Al evaluar el Contrato de Préstamo y el Pagaré del presente caso, 

advertimos que existen elementos esenciales del negocio jurídico (i.e., 

los plazos de los pagos mensuales, las cantidades a pagar, la moratoria 

de un año para el pago del principal y de seis meses para los intereses) 

que se disponen en el texto del Pagaré, mas no se detallan en el Contrato 

de Préstamo, por lo que este no es accesorio a aquél, si no que resulta  

parte integral del negocio jurídico. Como se desprende evidentemente 

del expediente, las partes actuaron conforme a lo dispuesto en el Pagaré 

con relación a los pagos mensuales, de modo que el pagaré está 

imbricado y elucida el sentido del Contrato de Préstamo en cuestión de 

forma orgánica y no separada.  

Asimismo, el Contrato de Préstamo y el Pagaré que lo integra 

son indudablemente de naturaleza mercantil. Este hecho no estaba en 

controversia por ninguna de las partes, ni por el foro primario. Véase 

Determinación de hecho núm. 3 de la Sentencia apelada. Al menos una 

de las partes es comerciante y lo prestado se utilizaría para actos en el 

comercio. Art. 229 del Código de Comercio, 10 LPRA sec. 1651; 

Luengo v. Fernández, 83 DPR 636, 639 (1961). Por tanto, erró el 

Tribunal de Primera Instancia al concluir que a este acuerdo mercantil 

le aplicaba el término prescriptivo de 15 años atinente a las acciones de 

carácter personal conforme al Art. 1864 del Código Civil de 1930.  
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Por el contrario, el término prescriptivo que aplica en esta acción 

de cobro de dinero nacida por la obligación del Contrato de Préstamo y 

del Pagaré en cuestión es el término de tres (3) años, pues así se 

contempla en el Código de Comercio 10 LPRA sec. 1908 y la Ley de 

Transacciones Comerciales sobre Instrumentos Negociables, 19 LPRA 

sec. 518. Como citamos, el término para instar una acción en cobro de 

dinero por razón de incumplimiento comienza a decursar a partir de la 

fecha de vencimiento del pagaré, que en este caso era el 5 de junio de 

2016 y los tres años vencían el 5 de junio de 2019. En la situación de 

hechos que nos ocupa, PR Recovery presentó su reclamación 

extrajudicial el 24 de mayo de 2019, la cual fue recibida por el apelante 

el 28 de mayo de 2019. Sin embargo, como citamos previamente, la 

Ley 208-1995 no admite la reclamación extrajudicial como mecanismo 

para interrumpir el término prescriptivo para acciones sobre pagarés 

mercantiles, a tenor con la Sec.2-118. 19 LPRA sec. 518. La referida 

disposición requiere que se haga por la vía judicial. Habida cuenta de 

que PR Recovery presentó la demanda el 8 de agosto de 2019, no 

interrumpió a tiempo el término prescriptivo. Al momento de incoar la 

demanda, como mecanismo indicado para interrumpir esta causa de 

acción, la misma ya estaba prescrita.  

E Sr. Cotto Suriel también señaló que no correspondía dictar 

sentencia sumaria puesto que había controversia de hechos con relación 

en cuanto a la fecha precisa en la que dejó de cumplir con el acuerdo. 

Sin embargo, por las consideraciones expuestas es evidente que tal dato 

es inconsecuente a la controversia actual, ni incide en el resultado al 

cual llegamos.  
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Por los fundamentos antes expuestos, revocamos la Sentencia 

apelada. El término prescriptivo aplicable a esta controversia es el 

término de tres (3) años, conforme a la Sec. 2-118 de la Ley 208-1995. 

19 LPRA sec. 518 y ese plazo se cumplió el 5 de junio de 2019, 

mientras que la demanda se presentó el 6 de agosto de 2019. En 

consecuencia, la causa de acción de la apelada en cobro de dinero estaba 

prescrita a la fecha de la presentación de la demanda, en razón de lo 

cual decretamos la desestimación de la causa con perjuicio.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


